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Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de agosto de 2015. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 
agosto de 20151, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la 
Unidad de Evaluación y Control: 
INICIO 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

No se ubicaron publicaciones en estas materias 

 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y 
RENDICIÓN DE CUENTAS 

PLENOS DE CIRCUITO 

INFORMACIÓN PÚBLICA. TIENE ESE CARÁCTER LA QUE SE ENCUENTRA EN 
POSESIÓN DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y SUS ORGANISMOS SUBSIDIARIOS 
RELATIVA A LOS RECURSOS PÚBLICOS ENTREGADOS AL SINDICATO DE 
TRABAJADORES PETROLEROS DE LA REPÚBLICA MEXICANA POR CONCEPTO 
DE PRESTACIONES LABORALES CONTRACTUALES A FAVOR DE SUS 
TRABAJADORES. 

 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

No se ubicaron publicaciones en esta materia 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

COMPETENCIA LEGISLATIVA. LOS JUECES CONSTITUCIONALES PUEDEN 
DEFINIR CUÁL ES EL FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL PARA LA EMISIÓN DE 
UNA LEY QUE INCIDA EN UNA MATERIA DETERMINADA AL VERIFICAR AQUÉLLA. 

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. LA FACULTAD REGLAMENTARIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 134 CONSTITUCIONAL NO SE ENCUENTRA SUJETA 
AL PRINCIPIO DE RESERVA DE CÓDIGO O DE ORDENAMIENTOS, POR LO QUE 
PUEDEN COEXISTIR DIVERSAS LEYES REGLAMENTARIAS. 

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. EL PARÁMETRO DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL DE LA FACULTAD REGLAMENTARIA EN MATERIA DE 
CONTRATACIÓN, SE EXTIENDE AL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. DEL ARTÍCULO 134 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL DERIVA UNA FACULTAD REGLAMENTARIA DEL 
LEGISLADOR SECUNDARIO QUE ABARCA TODO EL ÁMBITO MATERIAL DE 
AQUÉL. 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 7, 14, 21 y 28 de 2015. 
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PLENOS DE CIRCUITO 

AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE 
DESESTIMA O DECLARA INFUNDADA LA EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA 
(INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 55/2003). 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009686  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de agosto de 2015 14:26 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: PC.I.A. J/2 A (10a.)  
 

INFORMACIÓN PÚBLICA. TIENE ESE CARÁCTER LA QUE SE ENCUENTRA EN 
POSESIÓN DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y SUS ORGANISMOS SUBSIDIARIOS 
RELATIVA A LOS RECURSOS PÚBLICOS ENTREGADOS AL SINDICATO DE 
TRABAJADORES PETROLEROS DE LA REPÚBLICA MEXICANA POR CONCEPTO DE 
PRESTACIONES LABORALES CONTRACTUALES A FAVOR DE SUS 
TRABAJADORES. 
 
Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios (Pemex-Exploración y Producción; 
Pemex-Refinación; Pemex-Gas y Petroquímica Básica; y Pemex-Petroquímica), 
constituyen entidades que, conforme a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, están obligadas a proporcionar a los terceros que lo 
soliciten aquella información que sea pública y de interés general, como es la relativa a los 
montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, pues 
implica la ejecución del presupuesto que les haya sido asignado, respecto del cual, el 
Director General de ese organismo descentralizado debe rendir cuentas, así como los 
informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de aquéllos; así, los 
recursos públicos que esos entes entregan al Sindicato de Trabajadores Petroleros de la 
República Mexicana por concepto de prestaciones laborales contractuales a favor de sus 
trabajadores, constituyen información pública que puede darse a conocer a los terceros que 
la soliciten, habida cuenta de que se encuentra directamente vinculada con el patrimonio 
de los trabajadores aludidos, relativa al pago de prestaciones de índole laboral con recursos 
públicos presupuestados, respecto de los cuales existe la obligación de rendir cuentas, y 
no se refiere a datos propios del sindicato o de sus agremiados cuya difusión pudiera afectar 
su libertad y privacidad como persona jurídica de derecho social, en la medida en que no 
se refiere a su administración y actividades, o a las cuotas que sus trabajadores afiliados le 
aportan para el logro de los intereses gremiales. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 13/2013. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan, Estado de 
México, en Auxilio del Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, y el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
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Circuito. 21 de octubre de 2013. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de quince 
votos en cuanto a la competencia; contra el voto de los Magistrados Francisco García 
Sandoval y Germán Eduardo Baltazar Robles, quien formuló voto particular. Unanimidad 
de diecisiete votos en cuanto al fondo. Ausente por motivos de salud: Jorge Arturo Camero 
Ocampo. Ponente: José Ángel Mandujano Gordillo. Secretaria: Noemí Leticia Hernández 
Román. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2014 a las 13:02 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 20 de enero de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
Nota: Por instrucciones del Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y conforme 
a lo acordado por su presidente el 9 de julio de 2015, la tesis publicada el viernes 17 de 
enero de 2014 a las 13:02 horas en el Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo III, enero de 2014, 
página 2191, se publica nuevamente con el nombre correcto del Magistrado Ponente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
  



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

5 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, nivel 2; Tel. 5036 0000 Ext. 52220 

INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009777  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de agosto de 2015 10:10 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXLI/2015 (10a.)  
 

COMPETENCIA LEGISLATIVA. LOS JUECES CONSTITUCIONALES PUEDEN DEFINIR 
CUÁL ES EL FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL PARA LA EMISIÓN DE UNA LEY QUE 
INCIDA EN UNA MATERIA DETERMINADA AL VERIFICAR AQUÉLLA. 
 
Los jueces constitucionales pueden definir cuál es el fundamento constitucional para la 
emisión de una ley, con independencia de que el legislador lo exponga o no, con la finalidad 
de precisar si este último tiene o no competencia para expedir un acto legislativo que incida 
en una materia determinada. Lo anterior es así, en virtud de que sería ocioso ejercer el 
control de regularidad constitucional si el órgano jurisdiccional respectivo no pudiera decidir 
cuál es su referente normativo para establecer si una ley específica fue emitida o no en 
ejercicio de una competencia constitucional predeterminada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 11/2015. Tlazala Sur, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009730  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de agosto de 2015 10:05 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXXIX/2015 (10a.)  
 

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. LA FACULTAD REGLAMENTARIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 134 CONSTITUCIONAL NO SE ENCUENTRA SUJETA AL 
PRINCIPIO DE RESERVA DE CÓDIGO O DE ORDENAMIENTOS, POR LO QUE 
PUEDEN COEXISTIR DIVERSAS LEYES REGLAMENTARIAS. 
 
El precepto constitucional no sólo establece los contenidos materiales rectores del régimen 
contractual del Estado, sino también una cláusula competencial en la forma de un mandato 
al legislador para reglamentar los procesos tanto de contratación del Estado, como aquellos 
destinados a controlar su debido cumplimiento; de ahí deriva el fundamento de existencia 
de una ley reglamentaria. Ello implica que en materia de licitaciones resulte aplicable el 
principio de reserva de ley, según el cual dicha materia debe reglamentarse en la ley y no 
en otras fuentes de inferior rango. Sin embargo, en la norma constitucional no se consagra 
el ulterior principio de reserva de ordenamiento o de código, ya que el precepto 
constitucional no se dirige a un solo legislador, sino a una pluralidad de ellos, pues otorga 
facultades de producción legislativa a los distintos niveles de gobierno: tanto la Federación, 
los Estados y el Distrito Federal. Todos estos niveles de gobierno, mediante sus órganos 
legislativos, deben reglamentar la norma constitucional, por lo que el Constituyente no pudo 
prever que sólo existiera una legislación en la materia, sino una pluralidad de ellas con 
distintos ámbitos espaciales de validez. Ahora bien, dentro del ámbito federal, tampoco se 
encuentra una razón constitucional que justifique que sólo deba existir un solo código o ley 
federal en la materia. Esta conclusión deriva del criterio establecido en los precedentes de 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, según el cual el legislador sólo debe cumplir 
con un estándar mínimo de fundamentación por lo que respecta a su competencia, pues 
basta que considere necesario regular una situación social y lo haga dentro de los 
parámetros marcados en la Constitución, sin vulnerar un principio sustantivo, para 
reconocer su validez constitucional, sin que esta Suprema Corte pueda evaluar los méritos 
de un diseño legislativo en lugar de otro, como sería la conveniencia de agrupar toda la 
regulación de una materia en un solo código, o bien, la dispersión de la regulación en leyes 
especializadas. Esta decisión corresponde a los hacedores de política pública, la que, 
conforme a los principios democrático y de división de poderes, debe entenderse 
depositada en la órbita de potestades del legislativo y no del poder judicial. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 192/2014. Transportación Marítima Mexicana, S.A. de C.V. 14 de enero 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009729  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de agosto de 2015 10:05 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXL/2015 (10a.)  
 

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. EL PARÁMETRO DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL DE LA FACULTAD REGLAMENTARIA EN MATERIA DE 
CONTRATACIÓN, SE EXTIENDE AL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la 
legislación secundaria que reglamenta los procesos de licitación es controlable en sede de 
control constitucional, utilizando los principios rectores de eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez, contenidos en el artículo 134 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, al controlar dicha legislación, los jueces 
constitucionales deben ser cuidadosos en respetar lo que el Constituyente previó como un 
amplio margen de configuración para decidir el modelo regulatorio óptimo para cada tiempo 
y lugar en materia de contratación pública. Asimismo, este alto tribunal ha determinado que 
dentro de las posibilidades de regulación a disposición del legislador se encuentra la de 
establecer un determinado régimen de derecho administrativo sancionador para garantizar 
el cumplimiento del conjunto de los principios rectores referidos. Así, el escrutinio sustantivo 
identificado como propio del artículo 134 referido, no es aplicable exclusivamente para 
determinar la validez de la reglamentación sustantiva del régimen contractual del Estado, 
es decir, exclusivo para verificar la validez de las normas que regulan los procesos 
licitatorios, o los alternativos cuando no se estimen aquellos idóneos, sino también para 
verificar la validez de la legislación adjetiva emitida para vigilar el debido cumplimiento de 
las reglas que integran el régimen contractual del Estado, esto es, para controlar el uso 
legislativo del derecho administrativo sancionador, en cuyo caso, de tratarse de la 
Federación, también encontrará su fundamento competencial en los artículos 21 y 73, 
fracción XXI, inciso b), constitucionales, los cuales establecen conjuntamente la facultad 
legislativa para determinar las faltas contra la Federación, cuya vigilancia y sanción pueden 
confiarse a la autoridad administrativa. Así, esta Primera Sala estima que son válidas, 
desde la perspectiva constitucional, aquellas normas legales que configuran tipos 
administrativos y sus sanciones cuando el derecho administrativo sancionador sea 
razonable para lograr la realización de los principios rectores indicados en el artículo 134 
constitucional y sean proporcionales, por ejemplo, porque permitan disuadir a los 
participantes de los procesos licitatorios de realizar conductas contrarias a éstas. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 192/2014. Transportación Marítima Mexicana, S.A. de C.V. 14 de enero 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009728  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de agosto de 2015 10:05 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXXVIII/2015 (10a.)  
 

RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. DEL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL DERIVA UNA FACULTAD REGLAMENTARIA DEL LEGISLADOR 
SECUNDARIO QUE ABARCA TODO EL ÁMBITO MATERIAL DE AQUÉL. 
 
El citado precepto constitucional tiene un contenido normativo complejo, ya que contiene 
distintas reglas y principios en materia de ejercicio de recursos por parte del Estado, así 
como de contratación, el cual tiene aplicación para todos los niveles de gobierno. La regla 
principal que informa todos los contenidos se encuentra en el encabezado del enunciado: 
los recursos económicos de que dispongan la Federación, los estados, los municipios, el 
Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, se 
administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer 
los objetivos a los que estén destinados. Ahora bien, por lo que respecta al régimen 
contractual estatal, cabe identificar dos contenidos diferenciados: uno sustantivo y otro 
competencial. La porción sustantiva tiene la función de diseñar el régimen contractual de 
acuerdo con un fin rector: asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto 
a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. El diseño 
tiene como base la figura de la licitación pública. El segundo contenido en el artículo 134 
constitucional otorga facultad legislativa reglamentaria al legislador secundario para 
establecer casos de excepción a la aplicación de dicha figura, siempre que se sujete a los 
mencionados principios sustantivos, al establecer que cuando las licitaciones no sean 
idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, 
procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, 
eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado. 
Por tanto, esta segunda regla presenta un contenido competencial y adjetivo, pues dispone 
que el legislador secundario deberá regular procedimientos, bases, reglas, requisitos y 
demás elementos para lograr la realización de los principios que informan el régimen 
contractual del Estado. Pues bien, de esta última disposición, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación deriva una facultad reglamentaria en favor del 
legislador secundario para reglamentar todo el régimen contractual del Estado, pues si bien 
sólo se dispone que lo podrá hacer explícitamente cuando regule procedimientos 
alternativos a las licitaciones, debe entenderse que esta facultad reglamentaria abarca todo 
el referido ámbito material. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 192/2014. Transportación Marítima Mexicana, S.A. de C.V. 14 de enero 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009833  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de agosto de 2015 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XVIII. J/9 K (10a.)  
 

AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE 
DESESTIMA O DECLARA INFUNDADA LA EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA 
(INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 55/2003). 
 
El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 
37/2014, con rubro: "PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE 
DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, 
ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, RESULTANDO INAPLICABLE LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL 
DE 2013).", analizó como tema esencial la interpretación y alcances del artículo 107, 
fracción V, de la Ley de Amparo y estableció que a partir de la Ley de la Materia vigente 
desde el tres de abril de dos mil trece, existe precisión para comprender el alcance de la 
expresión relativa a los actos de imposible reparación, al disponer que por éstos se 
entienden los que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte. En ese contexto, la connotación que el legislador aportó a la 
ley respecto del significado jurídico de "imposible reparación", desplazó al anterior criterio 
analógico entre actos que afectaban derechos meramente sustantivos y actos que 
afectaban derechos procesales en un grado predominante o superior. Derivado de ese 
cambio legislativo, en los juicios de amparo iniciados con posterioridad al tres de abril de 
dos mil trece, debe prescindirse de este último concepto, puesto que no lleva a la afectación 
directa e inmediata de un derecho sustantivo, como lo establecen los artículos 107, fracción 
III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 107, fracción V, 
de la Ley de Amparo en vigor. Ahora, las cuestiones de competencia, se producen de 
manera negativa o positiva, esto es, cuando la resolución que se pronuncia para decidirla, 
conduce a que el órgano jurisdiccional que conoce de un conflicto, siga conociendo del 
mismo, por haberse desestimado la excepción respectiva (negativa), o bien, que la 
resolución que dirime la cuestión competencial, declare fundada la excepción relativa, caso 
en el que el órgano jurisdiccional debe dejar de ejercer jurisdicción sobre el asunto 
(positiva). Tal diferencia fue advertida por el legislador de manera intencional en la norma, 
porque únicamente previó como hipótesis para que proceda el juicio de amparo indirecto, 
el caso en que la cuestión de competencia se refleja en su aspecto positivo, es decir, 
cuando se declara fundada la excepción de incompetencia, y por ello, se suspende la 
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jurisdicción del órgano que conoce del asunto, ello al establecer el artículo 107, fracción 
VIII, de la ley de la materia, que el juicio de amparo indirecto procede contra actos de 
autoridad que determinen inhibir o declinar la competencia o el conocimiento de un asunto, 
aspecto que no debe ampliarse a una hipótesis distinta y contraria, pues ello trastocaría el 
sistema defensivo diseñado por el legislador, respecto del tema de las competencias. Por 
tanto, el juicio de amparo indirecto es improcedente contra la resolución que desecha o 
desestima la excepción de incompetencia, porque no se trata de un acto en juicio de 
imposible reparación, ya que no afecta derechos sustantivos y porque es un aspecto distinto 
y contrario al previsto en la citada fracción VIII del numeral 107 de la ley reglamentaria de 
la materia. En tales circunstancias, resulta inaplicable la jurisprudencia P./J. 55/2003 (*), ya 
que se estableció al amparo de una legislación que dejaba abierta la posibilidad de 
interpretación de lo que debía considerarse como actos en el juicio de imposible reparación, 
lo que no acontece en la Ley de Amparo vigente. 
 
PLENO DEL DECIMOCTAVO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 9/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, 
Quinto y Tercero, todos del Décimo Octavo Circuito. 29 de junio de 2015. Unanimidad de 
cinco votos de los Magistrados Francisco Paniagua Amézquita, Carla Isselin Talavera, 
Ricardo Ramírez Alvarado, Alejandro Roldán Velázquez y Justino Gallegos Escobar. 
Ponente: Carla Isselin Talavera. Secretario: Ricardo Enrique Díaz Vargas.  
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el 
recurso de queja 31/2014, el sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 227/2013, y el diverso sustentado por el 
Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
241/2014. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio 
de 2014, página 39, y la P./J. 55/2003, de rubro: "AMPARO INDIRECTO, RESULTA 
PROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA 
DE COMPETENCIA.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XVIII, septiembre de 2003, página 5. 
 
Sobre el tema tratado en esta tesis, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió la contradicción de tesis 216/2014, el 6 de agosto de 2015. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
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lunes 31 de agosto de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 


